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para  una  reforma  democrática  en  la  Constitución  de  la  República  de  Guatemala. 


Honorable  Junta  Directiva, 
Señores : 

Nuestra  Carta  Fundamental  fué  inspirada  por  la  revolu- 
ción que  se  realizó  en  Guatemala  desde  1871,  y  por  ese 
motivo,  es  centralizadora  y  propia  para  el  gobierno  de  un  solo 
hombre:  es  una  Constitución  revolucionaria. 

Ha  cumplido  su  misión  en  nuestra  historia  política  y 
social,  declarando  muchos  de  los  principios  que  dan  la  vida  á 
los  pueblos  libres  y,  parece  llegada  la  hora  de  su  desaparición 
para  dar  paso  á  nuevas  reformas,  á  más  altos  principios  de 
libertad,  á  nuevas  ideas  y  á  otras  prácticas  urgentemente 
reclamadas  por  la  Ciencia  Política  y  la  felicidad  de  los  pueblos. 

Con  temor  dejo  enunciadas  las  anteriores  ideas,  porque 
los  viejos  revolucionarios  de  1871  se  empeñan  en  creer,  y  así 
lo  enseñan,  que  la  Constitución  vigente  es  la  última  palabra  de 
la  democracia,  cuando  no  es  sino  el  antiguo  molde  en  que 
cuajaron  las  hermosas  declaraciones  del  derecho  de  los  pueblos; 
pero  que  hoy  ha  quedado  rezagada  en  su  forma,  en  su  con- 
junto y  en  sus  detalles  y,  debe  pasar  á  la  Historia  con  la 
Carta  Constitutiva  de  1851. 

Procuraré  reseñar  brevemente  las  principales  reformas 
que  necesita  nuestra  Legislación  Política  y,  antes  de  hacerlo, 
debo  protestar  que  los  errores  en  que  incurra,  son  exclusiva- 
mente míos,  y  que,  las  ideas  que  sustento,  son  sinceras  convic- 
ciones llevadas  á  mi  conciencia  de  estudiante  y  ciudadano  por 
las  obras  de  Grimke,  Lieber,  Lastarria,  Gunplowitz,  Stuart 
Mili  y  otros  que  he  consultado  desde  los  comienzos  de  mi 
carrera. 


De  la   Ciudadanía. 

El  Acta  Constitutiva  que  rigió  en  Guatemala  antes  de  la 
Constitución  de  1879,  parece  haber  sido  dictada  para  un  pueblo 
sin  ciudadanos. 

La  Constitución  de  1879,  por  la  ley  de  las  reacciones,  fué 
más  allá  y  consignó  principios  propios  para  otros  pueblos; 
pero  no  para  nuestras  incipientes  sociedades. 

Según  el  artículo  8"  de  la  Constitución,  no  hay  quien  no 
sea  ciudadano:  lo  es  el  que  sabe  leer  y  escribir;  el  que  siendo 
analfabético  tiene  industria  ó  medios  de  subsistencia;  lo  es  el 
soldado  aunque  no  delibere  ni  tenga  libertad;  lo  es  el  escolar 
que  posee  un  título  literario,  aun  cuando  dependa  de  la  patria 
potestad  y  pueda  ser  instrumento  de  agenas  voluntades;  lo  es 
el  indígena  medio-bárbaro  de  nuestras  montañas,  aunque  viva 
fuera  de  la  civilización  é  ignore  los  rudimentos  de  su  propio 
derecho,  el  nombre  de  su  propio  país,  la  naturaleza  de  las 
instituciones  que  lo  rigen  y  hasta  el  lugar  del  mundo  en  que 
nacen  y  mueren  y,  para  que  la  amplitud  fuera  bastante,  nues- 
tros constituyentes  se  adelantaron  á  la  Democracia  Norte- 
Americana  y  á  las  instituciones  de  la  Suiza,  é  hicieron  ciuda- 
dana á  la  mujer  guatemalteca. 

No  penséis  que  exagero  al  afirmar  lo  que  dejo  expuesto  y, 
para  corroborarlo,  consigno  el  inciso  i-  del  artículo  8^  de  la 
Constitución,  que  dice:  "Son  Ciudadanos:  i-  Los  guatemalte- 
cos mayores  de  21  años  que  sepan  leer  y  escribir;  ó  que  tengan 
renta,  industria,  oficio  ó  profesión  que  les  proporciojie  medios 
de  síibsistcnciay  La  palabra  genérica  ''  Guatemaltecos,"  com- 
prende  á  la  mujer,  como  se  deduce  lógicamente  de  la  misma 
ley  y  del  artículo  26  del  Código  Civil.  La  primera,  al  declarar 
quiénes  son  guatemaltecos  naturales,  dice:  ''Todas  las  personas 
nacidas  ó  que  nazcan  en  el  territorio  de  la  República ....",  y 
el  segundo  expresa:  ''Bajo  la  palabra  hombre,  se  cofnprende  la 
mujer,  y  las  disposiciones  de  la  ley,  abrazaii  ambos  sexos .  ..." 

En  consecuencia,  el  artículo  Constitucional  en  que  me 
ocupo,  se  adelantó  á  las  legislaciones  de  todos  los  pueblos  de 
la  tierra  ! 
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Y  no  es  que  no  acaricie  como  un  hermoso  sueño  la  práctica 
del  sufragio  universal,  ni  que  la  mujer  no  me  inspire  los  más 
levantados  sentimientos,  ni  que  la  conceptúe  inhábil  para  la 
vida  de  la  política;  al  contrario,  el  heroísmo  de  Juana  de  Arco, 
el  valor  y  la  constancia  de  Isabel  de  Castilla,  la  sagacidad  de 
Catalina  II,  el  talento  de  Victoria  de  Inglaterra,  el  espíritu 
revolucionario  de  Cariota  Corday,  el  heroísmo  de  Angehna 
Cosío  Cisneros,  están  demostrando  la  tesis  opuesta,  y  no 
nombro  á  Madama  Stáel,  á  Lady  Somerset,  á  Miss  Bergarme 
y  á  otras  muchas  más,  porque  tengo  la  seguridad  de  que  vos- 
otros abundáis  en  los  mismos  pensamientos  que  yo.  Pero  la 
])olítica  no  es  una  ciencia  abstracta,  sino  de  aplicación,  y,  el 
arte  de  la  política,  no  sólo  considera  los  principios  absolutos, 
sino  (juc  tambi('n,  y  principalmente,  amolda  esos  principios  de 
la  ciencia  á  las  diferentes  sociedades,  más  ó  menos  cultas  que 
ha  de  regir;  y  Guatemala,  justo  es  decirlo,  es  una  sociedad 
incipiente  y  de  ninguna  educación  política. 

El  publicista  Victorino  Lastarria,  se  había  burlado  ya  de 
la  universalidad  de  la  ciudadanía  activa  en  la  América  Latina 
y,  para  í\ue  la  burla  fuera  más  sangrienta,  la  experiencia  se  ha 
encargado  de  demostrar  en  los  países  del  Nuevo  Mundo  cómo 
el  sufragio  universal  ha  sido  el  instrumento  de  todos  los  tiranos 
y  la  befa  de  todos  los  principios.  En  la  América  no  hay  elec- 
ciones. No  puede  darse  ese  nombre  al  acto  de  acudir  á  los 
comicios  los  ciudadanos  formados  en  batallones  y  los  indígenas 
en  pasivos  é  inconscientes  rebaños. 

Y  no  se  crea  que  me  refiero  á  la  acción  de  los  gobiernos, 
porque  cuando  no  son  éstos  los  que  abusan  de  las  masas 
informes  de  pasivos  electores,  son  los  partidos  personales 
quienes  se  aprovechan  de  los  mismos  resultados. 

Esta  no  es  la  democracia  prometida,  ni  la  libertad  con 
que  soñaron  nuestros  padres:  es  la  tiranía  de  los  absolutismos, 
es  la  irrisión  de  los  derechos  humanos. 

Sea  nuestro  norte  el  sufragio  universal;  pero  mientras  los 
pueblos  no  tengan  las  condiciones  para  practicarlo,  seamos 
prácticos  y  exijamos  en  el  ciudadano  condiciones  de  probidad, 
aptitud  y  libertad. 
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La  reforma  reclamada,  sería  la  siguiente: 

Son  ciudadanos: 

1° — Los  guatemaltecos  varones  mayores  de  21  años  que 
sepan  leer  y  escribir. 

2" — Los  industriales  que,  siendo  analfabéticos,  tengan 
taller  abierto  y  ganen  de  ese  modo  la  subsistencia. 

3" —  Los  propietarios  de  bienes  inmuebles  que  paguen, 
por  ellos,  contribuciones  al  Estado. 

II 

De  las  garantías. 

Los  derechos  del  hombre  deben  garantizarse  de  un  modo 
pleno  y  absoluto  en  toda  Constitución  Política,  porque  ésta  es 
la  ley  más  respetable  y  quedan  fuera  del  alcance  de  las  cons- 
tantes reformas  á  que  se  prestan  las  leyes  secundarias. 

La  Constitución  de  Guatemala,  no  garantiza  ni  sanciona 
los  derechos  humanos. 

Los  declara  todos;  pero  un  ''salvo  lo  que  disp07iga  la 
ley"  puesto  al  final  de  cada  artículo,  los  anula  por  completo. 
Y  es  de  notarse  que  aun  no  se  han  promulgado  muchas  de  las 
leyes  secundarias  y  que,  la  declaración  de  los  principios,  ha 
sido  completamente  inútil.  No  existe  la  ley  de  responsabili- 
dades. No  existe  la  ley  de  "Rabeas  Corpus,"  ni  la  que 
reglamenta  el  derecho  de  gracia,  cuando  debieron  darse  desde 
hace  diez  y  ocho  años,  al  promulgar  la  Carta  Fundamental 
de  que  forman  parte. 

El  título  de  nuestras  "garantías"  puramente  teóricas,  es 
una  fantasía  sobre  motivos  de  un  tema  político,  y  de  ese  modo, 
bien  pudieron  los  constituyentes  declarar  todos  los  derechos  de 
las  escuelas  más  avanzadas,  con  la  misma  facihdad  y  con 
idéntico  resultado  al  del  poeta  que  allá  ' '  en  la  oscuridad  de 
su  retiro,  canta  á  bellezas  imaginarias  en  delicadas  trovas  y 
dulces  endecJias  de  amor."  '^' 

La  reforma  del  título  "De  las  garantías"  debe,  en  conse- 
cuencia, ser  radical  para  garantizar,  sin  reserva  alguna,  los 
derechos  individuales  y  sociales. 


( 1 )  Discurso  pronunciado  por  el  Licenciado  don  Salvador  Falla  al  clausurar 
sesiones  la  Asamblea  Nacional  de  1886. 


Al  artículo  19  que  trata  de  la  libertad  de  locomoción,  debe 
suprimírsele  la  parte  final  que  dice:  ''salvo  los  casos  que  la  ley 
deterniÍ7ia. " 

El  artículo  2 1  que  se  refiere  al  derecho  de  propiedad  y  á 
la  libre  disposición  de  los  bienes,  después  de  consignar  el  dere- 
cho, agrega:  ''siempre  que  al  hacerlo  no  contravenga7i  á  la  ley.'' 

El  artículo  24  garantiza  la  libertad  de  conciencia  y  poco 
dice  de  la  libertad  de  cultos,  y  su  redacción  es  tan  vaga  y  tan 
propia  para  burlar  el  derecho,  que  usa  de  las  frases:  "actos 
subversivos,''  "prácticas  Í7icompatibles  con  la  paz  y  el  orden 
público. " 

Los  anglo-americanos,  más  bien  intencionados,  declararon 
rotundamente  en  un  Bill  Constitucional,  el  derecho  de  todos  los 
ciudadanos  á  profesar  la  religión  que  tuvieran  por  conveniente 
y  para  garantizar  esa  conclusión,  se  prohibió  á  las  Asambleas 
legislar  sobre  religión  y  acerca  de  los  fueros  de  la  conciencia 
del  hombre. 

El  artículo  26  declara  que  es  libre  la  emisión  del  pensa- 
miento, por  la  palabra,  por  escrito  y  también  por  la  prensa; 
pero  á  continuación  dice:  "  A7ite  la  ley  es  responsable  el  que 
ABUSE  de  ese  derecho." 

No  he  podido  comprender  cómo  puede  abusarse  de  un 
derecho  para  ser  responsable  ante  la  ley,  porque  el  ejercicio  de 
los  derechos  es  amplísimo,  y  si  la  lesión  del  derecho  ageno 
puede  ser  motivo  de  responsabilidad  criminal  ó  civil,  debió 
decirse  empleando  otra  palabra  más  jurídica  que  "abuso,"  que 
es  indefinida  é  impropia  de  las  declaiiaciones  constitucionales, 
que  deben  ser  claras  y  rotundas. 

El  artículo  29  es  una  verdadera  curiosidad:  "  Todo  servi- 
cio que  no  deba  prestarse  de  tin  modo  gratuito  en  virtud  de  la 
ley  ó  de  sentencia  fundada  en  ley,  debe  ser  J2ista7ncnte  re77iu- 
7ierado." 

El  artículo  32  previene  que  á  ninguno  puede  ponerse  inco- 
municado, SÍ710  C7i  los  casos,  por  el  tér77tÍ7io  y  co7i  las  formalida- 
des que  establece  la  ley,  y  como  ésta  puede  variar  con  la 
misma  facilidad  que  el  capricho  voluble  del  legislador,  se  dedu- 
ce sin  esfuerzo  que  la  garantía  no  existe. 

El  artículo  34  reconoce  el  derecho  de  ' '  Habeas  Corpus, " 
pero  como  el  reconocimiento  sin  la  sanción  debida,  no  impone 
responsabilidades   á  los  que  atenten  contra  la  seguridad  de  la 
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persona,  ha  resultado  que  tan  preciosa  garantía  ha  sido  efectiva, 
según  las  circufistancias,  el  bueno  ó  el  mal  humor  de  los  Jueces 
encargados  de  realizarla. 

El  "  Habeas  Corpus"  ha  regido  por  temporadas;  hoy 
hace  tiempo  que  está  pasado  de  moda. 

Nada  dice  la  Constitución  acerca  de  la  inviolabilidad  de 
la  vida.  La  pena  de  muerte  está  condenada  por  la  moral  y  por 
la  razón.  La  supresión  de  la  pena  de  muerte  es  una  de  las 
conquistas  del  derecho  moderno.  Vosotros  sabéis  perfecta- 
mente lo  que  la  Ciencia  penal  tiene  definitivamente  establecido 
acerca  de  esta  bárbara  pena;  y  por  ese  motivo,  me  abstengo  de 
entrar  en  la  demostración  de  una  verdad  tan  evidente,  que  no 
han  podido  desconocer  ni  aun  los  modernos  antropólogos  de 
Italia,  porque  si  juzgan  indispensable  la  muerte  del  delincuente, 
es  por  razones  de  conveniencia  social  y  de  selección  para  estir- 
par  el  germen  de  las  generaciones  de  criminales. 

Nuestra  Constitución  debe  entrar  en  la  vida  del  derecho 
y  reconocer  sin  reservas  la  inviolabilidad  de  la  vida  humana. 


Relacionado  con  el  título  áe garantías,  encuentro  dos  impor- 
tantísimos problemas  sociales  que  urge  resolver  por  medio  de 
una  reforma  radical  en  la  legislación,  consignándola  en  la  Carta 
Política  del  país.  Estos  dos  problemas  son:  la  libertad  de  la 
raza  indígena  y  la  organización  del  servicio  militar. 

El  indígena  en  Guatemala,  es  el  sudra  de  la  India,  el  ven- 
cido de  Roma,  el  esclavo  de  la  raza  conquistadora;  los  dere- 
chos de  igualdad  y  de  libertad  son  ágenos  á  la  condición  actual 
del  indio.  La  antigua  ley  de  mandamientos  y  la  actual  de 
zapadores,  conculcan  y  atacan  su  vida,  la  que  se  encuentra  en 
la  misma  dolorosa  situación  de  los  tiempos  de  la  Colonia. 

Largo  sería  este  trabajo  si  hubiera  de  analizar  la  ley  de 
zapadores.  Basta  para  mi  objeto,  recordaros  que  es  una  ley  de 
razas  y  de  colores,  inconcebible  en  la  legislación  de  un  pueblo 
democrático. 

Un  artículo  constitucional  debe  declarar  y  sancionar  la 
igualdad  humana. 
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Es  obligación  de  los  guatemaltecos:  servir  y  defender  á  la 
Patria. 

El  ejército  realiza  principalmente  esa  misión;  pero  es  nece- 
sario organizar  tan  importante  servicio  de  modo  que  responda 
al  móvil  que  lo  forma,  es  decir,  á  la  defensa  é  integridad  de  la 
Patria. 

De  lo  dicho  se  infiere,  que  el  servicio  militar  no  es  una 
contribución  para  formar  la  Hacienda  Pública,  sino  una  pres- 
tación personal  que  debemos  á  la  Nacionalidad.  En  conse- 
cuencia, todos  los  ciudadanos  deben  constituir  la  milicia  nacio- 
nal, sin  que  pueda  ninguno  relevarse  de  ese  servicio  por  unos 
cuantos  dineros. 

La  admisión  de  la  conmuta  es  inmoral  y  contra  todo 
derecho. 

Es  inmoral,  porque  no  se  pagan  con  dinero  los  servicios 
que  debemos  á  nuestra  Madre,  quien  tiene  derecho  sobre  nues- 
tra sangre  y  nuestra  vida  en  caso  de  que  peligre  su  existencia; 
y  es  también  contra  derecho,  porque  rompe  la  condición  de 
igualdad  en  todos  los  ciudadanos,  constituyendo  el  privilegio 
del  dinero  para  no  soportar  las  penalidades  á  que  el  pobre  de 
fortuna  se  somete  en  la  arena  de  los  combates. 

Pero,  si  esto  es  cierto  en  tiempo  de  guerra,  no  lo  es  del 
mismo  modo  en  época  de  paz.  El  servicio  de  guarnición  no 
es  la  defensa  nacional,  no  es  el  sacrificio  meritorio  y  heroico 
que  el  ciudadano  consuma  en  el  campo  de  batalla:  es  la  inac- 
ción que  desmoraliza,  es  la  quietud  que  embrutece,  es  la  obe- 
diencia incondicional  que  serviliza  el  espíritu,  mata  la  autono- 
mía y  engendra  la  pereza. 

La  ciencia  política  moderna  no  somete  al  ciudadano  á  tan 
dura  condición. 

Cómo  cohonestar,  entonces,  la  existencia  del  ejército  con  la 
defensa  de  la  Patria? 

La  solución  del  problema  es  sencillo.  Muchos  pueblos  la 
han  ensayado  y  adoptado  definitivamente: 

Establecer  el  servicio  militar  obligatorio  para  todo  ciuda- 
dano, sin  excepción  alguna,  en  tiempo  de  guerra;  y  adoptar  el 
reclutamiento  voluntario  en  tiempo  de  paz. 

Y  no  se  crea  que,  de  ese  modo,  resulte  cuando  el  caso 
llegue,  un  ejército  de  reclutas  inútil  para  las  fatigas  de  la  cam- 
paña.    Al  contrario,  el   ejército  debe   organizarse  y  tenerse  en 
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disposición  de  ser  movilizado  en  cualquier  instante,  porque  el 
sistema  en  que  me  ocupo,  no  descuida  la  instrucción  ni  la  disci- 
plina. Desde  la  escuela  de  primeras  letras  se  forman  batallo- 
nes escolares,  como  lo  está  haciendo  la  República  Argentina, 
y  se  les  acostumbra  á  los  ejercicios  y  operaciones  militares. 
De  ese  modo  puede  explotarse  con  ventaja  el  espíritu  belicoso 
de  la  juventud,  preparando  soldados  patriotas  que,  inspirados 
en  el  honor  militar,  sabrán  poner  muy  alta  la  bandera  nacional. 

Todos  los  ciudadanos  se  alistan  para  el  servicio  cuando 
tienen  la  edad  requerida  por  la  ley,  y,  asistiendo  mensualmen- 
te  á  ios  ejercicios  de  instrucción,  quedaría  organizado  el  Ejér- 
cito para  el  caso  de  cualquiera  emergencia. 

Los  cuerpos  permanentes  para  el  servicio  de  guarnición, 
mejorarían  notablemente,  porque  el  soldado  voluntario  es  supe- 
rior al  forzado. 

Tengo  entendido  que,  en  los  departamentos  fronterizos  de 
los  Estados  de  El  Salvador  y  Honduras,  viven  más  de  veinte 
mil  guatemaltecos  que  han  huido  del  territorio  nacional,  no 
por  cobardía  ni  porque  nieguen  el  concurso  de  su  sangre  cuan- 
do la  honra  de  la  nación  lo  exija,  sino  porque  el  servicio  de 
cuartel  los  empobrece,  arrebatándoles  de  las  fecundas  labores 
de  la  tierra  y  de  la  industria. 

Por  tales  motivos,  creo  que  la  Constitución  debiera  refor- 
marse en  el  sentido  que  queda  consignado. 


IV 


De  la  Independencia  de  los  Poderes  Públicos. 

La  independencia  de  los  Poderes  Públicos,  es  un  tema  que 
ya  no  se  discute.  La  han  aceptado  ya  todos  los  pueblos 
civilizados.  No  distraeré  vuestra  benévola  atención  en 
exponer  tan  evidente  axioma  de  la, democracia  representativa; 
pero  sí  es  conveniente  inquirir  las  causas  legales  que,  en  la 
práctica,  han  venido  haciendo  ilusoria  aquella  independencia. 
Y  decía,  causas  legales,  porque  las  intrusiones  de  hecho  que 
anulan  la  autonomía  de  los  Departamentos  del  Poder,  no  son 
materia  del  estudio  presente,  sino  lo  que  los  publicistas  deno- 
minan enfermedades  del  Estado. 
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Las  Asambleas  Legislativas,  deben  nacer  de  la  Nación  y 
no  del  Estado,  porque  aquélla  es  la  soberana,  y  de  la  sobera- 
nía emana  la  Representación  Nacional.  De  aquí  se  deduce 
que,  los  diputados  no  deben  ejercer  empleos  en  otros  Depar- 
tamentos del  Poder,  ya  en  el  Ejecutivo,  ya  en  el  Judicial. 

El  principio  de  la  iíicoinpatibilidad,  es  la  consecuencia 
inmediata  de  aquel  precedente. 

Han  aceptado  y  establecido 'la  incompatibilidad,  las  Cons- 
tituciones de  los  Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte,  en 
su  artículo  2?,  sección  VI;  de  Méjico,  artículo  57;  de  El  Sal- 
vador, artículo  61;  de  Honduras,  artículo  86;  de  Nicaragua, 
artículo  78;  de  Venezuela,  artículo  37;  del  Ecuador,  artículo  56; 
del  Perú,  artículo  50;  de  la  Argentina,  artículos  64  y  65;  del 
Uruguay,  artículo  25;  de  Santo  Domingo,  artículo  18;  de  Haití, 
artículo  56;  y  del  Brasil,  artículos  23  y  25. 

Solamente  Guatemala,  Paraguay  y  Costa-Rica,  han  que- 
dado rezagadas  y  no  han  aceptado  la  reforma  de  la  incompati- 
bilidad para  desempeñar  cargos  en  los  diferentes  Poderes 
Públicos. 

El  Poder  Judicial,  tan  respetable  en  todas  partes,  por  la 
importancia  y  nobleza  de  sus  fines,  debería  ser  reformado  tam- 
bién sustancialmente  para  que  fuera  un  verdadero  Poder,  como 
no  pudo  menos  de  reconocerlo,  la  Constitución  de  Guatemala, 
aunque  al  organizarlo,  desconoció  su  naturaleza  propia  y  le 
hizo  una  dependencia  administrativa. 

El  Poder  Ejecutivo  interviene  en  el  Judicial  (sin  conculcar 
la  Constitución),  porque  nombra  los  Jueces  y  les  imprime  su 
carácter  político,  y  porque,  según  la  Ley  Fundamental,  tiene 
la  atribución  de  velar  que  la  justicia  se  imparta  pronta  y 
cumplidamente. 

Esta  vasta  é  indefinida  atribución  del  Ejecutivo,  le  permi- 
te inmiscuirse  en  el  régimen  judiciario  y  atacar  la  independen- 
cia y  autonomía  de  los  Jueces. 

Para  salir  de  ese  atraso  en  la  política  constitucional,  debe- 
ría organizarse  el  Poder  Judiciario  de  modo  que  fuera  autó- 
nomo y  de  efectiva  responsabilidad. 

La  Corte  Suprema  es  la  más  alta  expresión  de  la  justicia 
nacional  y  debería  ser  elegida  popularmente,  como  lo  es;  pero 
los  Magistrados  de  las  Salas  de  Apelaciones,  deberían  ser 
nombrados  por  aquélla,  y  los  Jueces  de  r?  Instancia,  por  la 
misma,  á  propuesta  de  las  Salas  de  Apelaciones. 
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La  generalidad  de  nuestros  políticos  y  jurisconsultos, 
opinan  por  la  elección  popular  directa  para  los  Magistrados  de 
las  Cortes;  pero  creo  que  semejante  proceder  no  puede  dar 
buenos  resultados,  por  la  sencilla  razón  de  que  esos  funciona- 
rios, deben  reunir  requisitos  excepcionales  de  saber,  probidad, 
honorabilidad  y  reconocidos  antecedentes  profesionales;  no  se 
trata,  como  en  las  elecciones  corrientes,  de  la  designación  de 
cualquier  ciudadano,  sino  que  se  trata  de  buscar  abogados  dis- 
tinguidos, expertos  en  las  nobles  lides  del  foro,  y  para  eso,  es 
necesario  acudir  á  la  Corte  Suprema  y  no  á  los  pueblos, 
que  no  conocen  sino  á  los  abogados  de  sus  aldeas,  corrien- 
temente medianos  en  aptitudes.  Y  ésto,  bajo  el  concepto 
de  que  el  Poder  Central  ó  los  partidos,  no  influyan  en  las 
elecciones,  pues  en  este  caso,  la  designación  ha  dejado  de  ser 
popular. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  en  los  países  sajones  de- 
clara, en  casos  particulares,  la  inconstitucionalidad  de  la  ley, 
y  tal  atribución,  completa  la  entidad  política  y  soberana  de 
ese  Departamento  del  Poder. 

Tales  reformas,  honrarían  á  los  que  las  promovieran  y 
contribuirían  á  la  felicidad  de  Guatemala,  que  tanto  anhelamos. 

V 
Descentralización  Administrativa. 

A  los  gobiernos  latino-americanos,  se  les  señala  como  á 
los  legítimos  representantes,  en  el  siglo  XIX,  del  centralismo 
absolutista  que  va  pasando  de  moda  aun  en  la  Europa  mo- 
nárquica. 

Ese  centralismo  ha  sido  la  causa  de  la  poca  ó  ninguna 
iniciativa  de  estas  sociedades.  Aquí  nada  vive,  si  no  recibe  el 
aliento  vivificador  de  la  influencia  oficial:  sociedades  científicas 
y  literarias,  centros  artísticos,  económicos,  industriales,  polí- 
ticos, absolutamente  todo,  necesita  del  apoyo  oficial,  sin  el 
cual  mueren  de  inanición. 

¿  Cuál  es  la  causa  de  ese  fenómeno  ? 

No  es,  ni  puede  ser  la  degeneración  de  la  raza,  adorme- 
cida por  el  ambiente  voluptuoso  y  enervante  que  se  respira  en 
la  zona  tropical,  como  creen  algunos,  porque  la  ciencia  no  ha 
demostrado   esa   degeneración;   sino   que,  por  el   contrario,  el 
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ardor  de  la  raza  latina  y  su  entusiasmo  patriótico  nunca  des- 
mentido, la  hace  más  propia  para  la  libertad,  como  que  la 
América  es  la  tierra  prometida  por  ilustres  sociólogos  para  la 
aclimatación  definitiva  de  la  Democracia. 

No,  el  mal  está  en  la  centralización  administrativa  que 
ahoga  las  energías,  amengua  el  patriotismo  y  hace  que  los 
pueblos  se  acostumbren  á  la  pasividad  de  un  duro  tutelaje. 

Comencemos  por  la  autonomía  del  Municipio,  la  pequeña 
Escuela  de  la  democracia,  como  la  llama  Lastarria,  y  veremos 
despertar  de  su  letargo  á  nuestras  desacreditadas  sociedades. 

No  hay  peligro  alguno  en  dar  autonomía  completa  al 
Municipio,  porque  sus  funciones  enteramente  locales,  dejan 
expedita  y  enérgica  la  labor  del  Poder  Central. 

Tales  son,  en  resumen,  las  bases  para  una  reforma  demo- 
crática en  la  Constitución  de  la  República,  que  me  tocara  en 
suerte  estudiar  en  este  pequeño  é  insignificante  trabajo,  que 
someto  humildemente  á  vuestra  ilustrada  consideración. 


PROPOSICIONES 


Filosofía  DEL  Derecho. —  Causas   que   dan   nacimiento  alas 

relaciones  jurídicas. 
Derecho  Civil. —  Fuentes  y  orígenes  del  Derecho  Español. 
Derecho    Constitucional.  —  Nacimiento    histórico    de    los 

Estados. 
Derecho    Internacional.  —  Controversias    internacionales   y 

modos  de  resolverlas. 
Derecho  Mercantil. —  Instituciones  y  contratos  auxiliares  del 

Comercio. 
Literatura. —  Leandro  Fernández  de  Moratín. 
Filosofía   déla   Historia. —  Revolución  francesa   de    1848  y 

sus  consecuencias. 
Derecho  Penal. —  Del  derecho  de  gracia. 
Derecho  Administrativo. —  Centralización  y  descentralización 

administrativa. 
Procedimientos    Judiciales.  —  El    juicio   oral   y    público    en 

materia  criminal. 
Economía  Política. —  Los  gremios. 
Práctica  del  Notariado. —  Mandato. 
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